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LOS OLVIDADOS DE LA PAZ







Los olvidados de la paz


Resumen


Con esta nueva publicación, muy en el espíritu de nuestra Facultad de Ciencia Política, Gobierno y Relaciones Internacionales, marcamos el acento sobre un hecho fundamental: como cualquier proceso político, económico, social e incluso afectivo, la paz tiene sus olvidos y olvidados. Contrario al maniqueísmo radical de algunos sectores reaccionarios que le presentan a la opinión pública la imagen de una paz “perfecta”, y quienes no desaprovechan cualquier oportunidad para denunciar el actual proceso como inviable, nosotros consideramos que todo proceso de paz, desarrollado por humanos y desenvuelto en sociedades complejas es por naturaleza imperfecto, pero no por ello no digno de aceptación y, ¿por qué no?, de revisión. El aporte de este libro es el de llamar a la prudencia, generar alarmas y dar voz, desde la argumentación académica de investigadores y protagonistas de la historia, frente a este controvertido y aún incierto proceso de paz. Su lectura resulta oportuna como fuente de consulta para estudiosos, académicos, líderes sociales y políticos y, en general, ciudadanos inquietos que se interesen con la construcción de paz en el país. Esta obra funge como un registro de memoria en medio de un proceso de paz, para contribuir a dejar la menor cantidad posible de páginas sin escribir sobre nuestro conflicto. 


Palabras clave: justicia transicional, memoria, posacuerdo, víctimas, extractivismo, democracia, paz.


The forgotten of peace


Abstract


With this new publication, very much in the spirit of our Faculty of Political Science, Goverment, and International Relations, we emphasize a fundamental fact: like any political, economic, social and even affective process, peace has its oblivion and forgotten. Contrary to the radical Manichaeism of some reactionary sectors that present to the public the image of a “perfect” peace, and those who do not waste any opportunity to denounce the current process as unfeasible, we consider that every peace process, developed by humans and developed in complex societies is imperfect by nature, but not for that reason not worthy of acceptance, and why not review. The contribution of this book is to call for prudence, generate alarms and give voice, from the academic argument of researchers and protagonists of history, to this controversial and still uncertain peace process. Its reading is timely as a source of consultation for scholars, academics, social and political leaders and, in general, restless citizens who are interested in building peace in the country. This book serves as a record of memory in the middle of a peace process, to help leave as few pages as possible without writing about our conflict.


Keywords: transitional justice, memory, post agreement, victims, extractivism, democracy, peace.
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Una dulce introducción al caos


Freddy Cante Maldonado


Hugo Eduardo Ramírez Arcos


El título de este libro está inspirado en la película Los olvidados, de Luis Buñuel, una historia que muestra cómo detrás de la majestuosa arquitectura de urbes como Nueva York, París y Ciudad de México, se esconde la existencia incómoda y sin futuro de millones de seres marginados y excluidos por el desarrollo. Apelamos en esta obra al análisis de otra arquitectura, esta vez no del progreso, sino aquella construcción institucional en Colombia que sostiene hoy tanto el acuerdo de paz firmado con las FARC, como el proceso en curso con el ELN.


En lo que respecta a “los olvidados”, las responsabilidades no son un asunto simple. En su ficción, Buñuel muestra cómo todos sus personajes, unos más que otros, son tanto víctimas como culpables de su condición, lejos de una ética dicotómica de la moral, nos fuerza al cuestionamiento del alcance del bienestar, así como de las bases sobre las que este se asienta. Y es que, en nuestro caso particular, si la solución al conflicto es una cuestión política, no podemos menos que preguntarnos en este libro: ¿qué sucede entonces con todos aquellos que por sus distintas condiciones no logran tener alguna representación democrática real, o qué pasa con quienes no poseen forma alguna de influenciar el rumbo de las decisiones públicas?


Existen múltiples estudios que apuntan en una conclusión similar en lo que respecta a los escenarios de posconflicto, y esta es, que tanto el olvido como los silencios ocupan un papel protagónico en estos procesos. En palabras de Elizabeth Jelin, quien se refiere al tema desde el campo de los estudios de memoria: 


Toda narrativa del pasado implica una selección. La memoria es selectiva; la memoria total es imposible. Esto implica un primer tipo de olvido “necesario” para la sobrevivencia y el funcionamiento del sujeto individual y de los grupos y comunidades. Pero no hay un único tipo de olvido, sino una multiplicidad de situaciones en las cuales se manifiestan olvidos y silencios, con diversos “usos” y sentidos. […] A menudo, sin embargo, pasados que parecían olvidados “definitivamente” reaparecen y cobran nueva vigencia a partir de cambios en los marcos culturales y sociales que impulsan a revisar y dar nuevo sentido a huellas y restos, a los que no se les había dado ningún significado durante décadas o siglos. (Jelin, 2002, p. 29)


Los capítulos que componen este libro se sitúan en los márgenes, en los reveses y en las fronteras donde se asientan estos olvidos, pero se redactan en un tiempo muy diferente a los olvidos retratados por Jelin, en tanto que se escriben antes de su “reaparición”, y algunos de ellos, ¿por qué no?, como alertas frente a aquellos silencios que podrían ser. 


En este sentido, las voces que (re)presentan las distintas formas de silencio en esta obra son, en esencia, luchas políticas, reclamos estratégicos, pero sobre todo testimonios y registros de causas que, al parecer de quienes redactan cada uno de los capítulos, no pueden, ni deberían quedar por fuera del proceso de paz en sus dimensiones de verdad, justicia, reparación y no repetición. 


Con esta nueva publicación marcamos el acento sobre un hecho que convenientemente pareciera que en provecho mismo del proceso no ha sido mencionado, y este es que, como cualquier proceso político, económico, social y aun afectivo, la paz tiene sus olvidos y olvidados. 


Contrario al maniqueísmo radical de algunos sectores reaccionarios que le presentan a la opinión pública la imagen de una paz “perfecta”, y quienes no desaprovechan cualquier oportunidad para denunciar el actual proceso como inviable, nosotros consideramos que todo proceso de paz es por naturaleza imperfecto, pero no por ello no digno de aceptación, e incluso de revisión. El mismo Humberto de la Calle, en su papel de jefe negociador del Gobierno, anunció con honestidad al finalizar los acuerdos con las FARC: 


Seguramente el acuerdo logrado no es un acuerdo perfecto. Pero con la misma honestidad y franqueza con la que hemos informado a la opinión pública, quiero ahora transmitir que tengo la certeza de que es el mejor acuerdo posible. Probablemente todos hubiéramos querido algo más. Nosotros mismos en la Mesa hubiéramos querido algo más. Pero el acuerdo logrado es el acuerdo viable, el mejor acuerdo logrado posible. (De la Calle, 2016)


De entrada, se subraya que, a pesar de todo el esfuerzo y el mérito de los notables líderes del equipo negociador en La Habana, y también en contravía de la exagerada rimbombancia y aun del Nobel de Paz otorgado al presidente Santos, en Colombia se ha dado un paso significativo hacia la paz, pero todavía estamos comenzando un proceso incierto. El acuerdo entre el Gobierno del presidente Juan Manuel Santos y los veteranos dirigentes de una de las guerrillas más viejas del mundo no es deleznable, pero es apenas un cese de hostilidades entre dos ejércitos y una promesa de algunas impostergables reformas para avanzar hacia la paz. 


Este texto no ofrece argumentos de los sectores inconformes y opuestos a la paz, aunque se discute la relación entre paz y elección social. Autores como Mauricio García Durán han mostrado que en el país ha existido una masiva movilización social a favor de la paz, con hitos como el mandato ciudadano por la paz previo a la presidencia de Andrés Pastrana; agudos observadores como Jenny Pearce han advertido que la paz en abstracto da lugar a consensos, pero cuando se introducen detalles y preferencias sectoriales y de clase social entonces abundan los disensos. El reciente plebiscito por la paz evidencia cuán dividido está el país, en relación con el acuerdo entre las FARC y el Gobierno de Juan Manuel Santos. 


En este libro, muy en el espíritu de nuestra Facultad de Ciencia Política, Gobierno y Relaciones Internacionales de la Universidad del Rosario, nos hemos esforzado por convocar a un nutrido grupo de académicos, y por incluir las voces de sectores no convencionales en el debate académico, como lo son miembros activos de las Fuerzas Militares colombianas, documentalistas y periodistas (con tristeza, nuestros acercamientos con miembros de las FARC, con miras a darle la mayor pluralidad posible a esta obra, fueron truncados por las dificultades que actualmente afronta dicha organización en la materialización de lo pactado en La Habana). 


Del crisol de argumentos (algunos de ellos encontrados entre sí) que dan cuerpo a esta obra se destacan: la persistente pequeñez y limitación de la democracia colombiana; la creciente desigualdad, agravada por la reciente reforma tributaria; las significativas fragilidades y sesgos en los procesos de memoria y de justicia transicional; la preocupante marginación y exclusión de las propias víctimas del conflicto; la descarada exclusión de minorías (indígenas y negritudes) y de cuantiosos sectores de la población en condición de errantes perpetuos como desplazados y refugiados; la niñez sin futuro; la parcial tregua entre unos ejércitos para dar paso a la despiadada guerra en contra de la naturaleza y de las comunidades inconformes, a través de la dudosamente virtuosa locomotora minero-energética; entre otros asuntos. 


En la parte introductoria se da cuenta de los datos sobre el recurrente exterminio de líderes de las víctimas y defensores de la paz, y la persistencia de otros ejércitos aún activos como algunos sectores renovados del paramilitarismo, el narcotráfico, la guerrilla del ELN, y la incertidumbre acerca de disidencias por el lado de los dos ejércitos que deberían estar en completa tregua como son las FARC y las Fuerzas Militares colombianas. También se hace alusión a la bochornosa explosión de crímenes de cuello blanco, los cuales eran opacos en las épocas de la publicitada guerra. 


El aporte de esta dulce introducción al caos (retomando el nombre de una vieja canción) es el de llamar a la prudencia, generar alarmas y dar voz, desde la argumentación académica de investigadores y protagonistas de la historia, frente a este controvertido y aún incierto proceso de paz. Su lectura resulta oportuna como fuente de consulta para estudiosos, académicos, líderes sociales y políticos y, en general, ciudadanos inquietos que se interesen con la construcción de paz en el país. Este libro funge como un registro de memoria en medio de un proceso de paz, para contribuir a dejar la menor cantidad posible de páginas sin escribir sobre nuestro conflicto (en el juicio de Núremberg, Heinrich Himmler, declaró sin recelo que la “solución final” fue una “página gloriosa de nuestra historia, que no ha sido jamás escrita, y que jamás lo será”). 


A lo largo de la historia no solo en Colombia, la justicia y sus instrumentos se han convertido en herramientas indiscutibles para perpetuar a los vencedores de guerras y conflictos, para justificar el dominio de clases, para legitimar acciones, dignificar nombres y acciones y sentar las bases de las sociedades. Si bien varias son las mudanzas de las formas de producir ley y orden en nuestro país, cada vez más debemos propugnar por que la inclusión del otro no sea solo un acto protocolario (a manera del refrán recitado por la mayoría en el país sobre “las víctimas como centro del proceso”). Esta es una apuesta en esa vía.
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desde los pueblos indígenas en Colombia: 
el caso del pueblo arhuaco


 


Mónica N. Acosta*


Dunen Muelas**


Ángela Santamaría***


*  Abogada e internacionalista de la Universidad del Rosario. Doctorante del programa de Derecho de la Universidad del Rosario y de Sociología Jurídica de la Universidad del País Vasco. Integrante de la Escuela Intercultural de Diplomacia Indígena (EIDI).


** Abogada de la Universidad del Rosario, profesora y asistente de investigación de la EIDI, adscrita al Centro de Estudios Políticos e Internacionales (CEPI) y al Observatorio de Redes y Acción Colectiva (ORAC). Es coordinadora y enlace cultural con el pueblo arhuaco.


*** Doctora en Sociología del EHESS, París, Centro de Sociología Europea. Actualmente realiza un posdoctorado en la Universidad Tres de Febrero (Argentina). Integrante del Grupo de Estudios Interdisciplinario sobre Paz, Conflicto y Posconflicto de la Universidad del Rosario. Directora de la EIDI y profesora titular de la cátedra Paz, Género y Etnicidad de la Facultad de Ciencia Política y Gobierno de la Universidad del Rosario.


La verdad jamás daña a una causa que es justa.


Gandhi



Resumen


Este capítulo busca centrarse en el análisis de las justicias propias en el marco de la implementación del Decreto Ley de víctimas indígenas 4633 del 2011 en Colombia. Es importante resaltar que estas experiencias se fortalecen en medio del proceso de paz con las guerrillas desde 2012, y la aplicación de un modelo de Justicia y Paz tras la desmovilización de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) en 2005. El objetivo principal es analizar con un grupo reducido de autoridades indígenas con funciones jurisdiccionales cómo se articula la justicia tradicional o no con el derecho mayor o la ley de origen de los pueblos indígenas. Con base en una “etnografía multisituada”, se desarrolló un trabajo de campo en el marco del proyecto de la EIDI, entrevistas etnográficas con los actores involucrados y observación de los escenarios de discusión de la JT y de los pueblos indígenas. El estudio se hará a través del caso del pueblo arhuaco, mediante un ejercicio de reconstrucción de memorias locales desde lo propio. 


Palabras clave: justicia transicional, indígenas, arhuacos, diversidad étnica y multicultural.



Introducción


En las últimas décadas, la forma de justicia relacionada con los períodos de transición política, de la guerra a la paz, del régimen dictatorial al régimen democrático, llamada particularmente justicia transicional (JT), ha estado en el centro de debate de distintas disciplinas y ha sido objeto de distintos diseños institucionales. Colombia no escapa de dicho debate, y como resultado del proceso de Justicia y Paz en 2005 y de los diálogos de paz entre el Gobierno y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) ha desarrollado una extensa y bien definida institucionalización normativa para abordar los abusos a los derechos humanos. Ha establecido una serie de mecanismos (incluyendo castigos, programas de reparaciones, un procedimiento de restitución de tierras y un mecanismo no judicial de búsqueda de la verdad) para poner fin al conflicto armado interno y facilitar la reintegración de los miembros de los grupos armados ilegales a la vida civil.


Sin embargo, en este escenario es escasa la participación de los pueblos indígenas (PI). Solo en 2011 el Gobierno aprobó la Ley de Víctimas y un decreto específico (Decreto 4633) para atender las violaciones de derechos indígenas, y solicitó su participación en algunas reuniones en La Habana. Aunque los mecanismos de JT pretenden dejar el conflicto armado interno atrás, “la transición actual a la paz puede ser, en el mejor de los casos ‘parcial’ y ‘fragmentada’ ”1 (Uprimny & Saffon, 2007). De hecho, el conflicto armado se ha caracterizado por continuas violaciones generalizadas de los derechos humanos, en las que los PI han sido los más afectados, particularmente por el desplazamiento interno forzado y la desposesión de tierras.


De esta manera, el texto se centra en el análisis de experiencias de comunicación intercultural en el que se ven involucrados agentes diversos (representantes indígenas, académicos, juristas, funcionarios del Gobierno y militantes) en el marco de la implementación del Decreto Ley de Víctimas Indígenas 4633 del 2011. Es importante resaltar que estas experiencias se tejen en medio de dichos procesos de paz y de reintegración. Así mismo, este proceso se desarrolla en medio de la intersección entre prácticas educativas, procesos indígenas organizativos, y la incidencia y apropiación de diversas políticas públicas e instrumentos jurídicos propios de la justicia transicional (Decreto 4633 de 2011 y Marco Jurídico para la Paz con las FARC). 


Para ello, desarrollamos un trabajo en territorios indígenas, con autoridades indígenas de base. La metodología utilizada fue cualitativa, basada principalmente en entrevistas en profundidad. Igualmente, participamos en varios eventos en territorio arhuaco sobre Jurisdicción Especial Indígena2, la primera Minga de Justicias en Pasto3 y sobre el Decreto 4633 de 20114. Finalmente, trabajamos a través del análisis de documentos especializados de autoría de los pueblos, así como de documentos académicos e institucionales. En este sentido, pensamos que este trabajo recoge las voces de aquellos que no tienen voz en espacios de interlocución de alto nivel, pero cotidianamente imparten justicia en sus comunidades. 


Es importante recordar que la situación crítica de los pueblos indígenas en términos de la violación grave y sistemática de sus derechos humanos, a partir del impacto del conflicto armado, ha hecho que el diálogo de saberes sea una condición de posibilidad para la articulación entre justicia transicional y Jurisdicción Especial Indígena. Igualmente, la lucha por sus derechos individuales y colectivos tiene lugar en el marco de un sistema político y jurídico en transición. Por ello, desarrollaremos, en primer lugar, una breve descripción de las temáticas que nos interesan (justicia transicional, memoria, derecho a la verdad), y posteriormente trabajaremos a partir de la reconstrucción de prácticas de derecho propio en casos paradigmáticos como el arhuaco. La escogencia de este caso se justifica por su relevancia histórica en el proceso de creación y reflexión sobre el conocimiento y el derecho mayor/ley de origen en Colombia. El debate está atravesado por controversias y tensiones sobre la coordinación entre dos jurisdicciones especiales: la indígena y la de transición. Al ser un tema poco estudiado en nuestro país, este texto pretende hacer algunos aportes a través de la presentación del caso. 



Algunos comentarios sobre la JT en contextos de diversidad étnica y multicultural


El conjunto de medidas5 que pueden ser implementadas para hacer frente al legado de los abusos masivos de DD. HH. (Informe Secretario General de la ONU, 2004) en “períodos de cambio político” (Teitel, 2003, p. 1) tiene cuatro objetivos particulares: primero, determinar la verdad de lo acontecido y de esa manera establecer un récord sobre las violaciones a los derechos humanos; segundo, que se haga justicia, no necesariamente de tipo penal; tercero la realización de una reforma democrática significativa, es decir, que existan instituciones que garanticen que las violaciones a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario no se repitan; y, finalmente, asegurar que se alcance una paz duradera (Benavides, 2013, p. 11). Expresa De Greiff que, lejos de ser componentes de una lista al azar (random list), estas medidas son parte de la JT, en virtud de compartir dos objetivos o fines “mediatos”, a saber, proporcionar reconocimiento a las víctimas y promover confianza cívica (desde el reconocimiento de sus estatus como víctimas hasta “reversar” la marginalización que han sufrido y reconocer su estatus como ciudadanos); y un objetivo final, contribuir al fortalecimiento de la norma de derecho democrática (no solo apelando a normas, sino reconocer la capacidad de la regla para guiar su comportamiento y su autoridad) (democratic rule of law) (2011, p. 28). 


Con regularidad, se aprecia el caso sudafricano como icónico respecto a los procesos de transición, reparación, justicia y esclarecimiento de la verdad. Esto ha significado que “las cercanías y afinidades de las políticas de transición se desarrollen entonces con base en esquemas afines, pero con los acomodos que —se dice— apuntan a aprender de las lecciones aprendidas de otros países” (Castillejo, Gatti & Visacovsky, 2013). Así, la aparente superación de pasados violentos en América Latina (principalmente dictaduras y confrontaciones armadas) ha llevado a que desde estos lugares se construyan experiencias y ejercicios que apuestan, desde contextos particulares, a la exploración de políticas que recogen la relación entre la violencia y el pasado para el esclarecimiento de la verdad: 


1) La naturaleza histórico-factual de ese pasado (a través, por ejemplo, de Comisiones de Verdad o de Esclarecimiento Histórico); y 2) La manera como ese pasado es actualizado en el presente a través de agendas incorporadas en comunidades de dolor o grupos de ayuda, sobrevivientes, o de víctimas, y las diversas contradicciones que dicha actualización plantea. (Castillejo, Gatti y Visacovsky, 2013)


Sin embargo, el desarrollo de lo anterior ha significado, principalmente, que estas prácticas se suscriban en el orden de unos “conceptos-guía”, una suerte de “evangelio globalizado” que funciona como hoja de ruta de diferentes procesos, a saber, la justicia transicional (justicia internacional), la paz liberal y la construcción de políticas de memoria y reparación6 (Castillejo, Gatti y Visacovsky, 2013). El empleo de estos conceptos, de acuerdo con ese consenso de la justicia y la política internacional, no logra la visibilización y la reparación de las prácticas violentas que han obliterado las sociedades latinoamericanas, por el contrario, mantienen las dinámicas de exclusión, marginación y silenciamiento propias de las violencias que se pretendían soslayar. De hecho, la variedad de medidas propuestas no puede abstraerse de las realidades políticas y económicas propias de su implementación, puesto que incluyen hechos como diferentes grados de apoyo y de oposición a nivel local a cada una de ellas, diversos grados de desarrollo en la legislación y de capacidad, e instrumentos legislativos y administrativos, que no necesariamente coinciden con respecto a estas medidas (De Greiff, 2011, pp. 22-23).


Lo anterior evidencia que existe una necesidad de “pensar los contextos propios de enunciación en donde “el pasado”, “las víctimas”, “el sufrimiento”, “el perdón”, y sobre todo “el futuro”, se constituyen en “artefactos políticos” que significan y articulan las posibilidades de una justicia más expedita (Castillejo, Gatti & Visacovsky, 2013). En esta misma vía, Rodríguez-Garavito y Lam señalan que la lógica de la justicia transicional resulta problemática respecto a la resolución de violaciones de derechos a comunidades indígenas, principalmente, por:


El concepto que tienen los pueblos indígenas del conflicto que dio lugar a la privación de sus derechos [ya que] puede diferir significativamente del de los sectores tradicionales y dominantes de la sociedad. Por ejemplo, para los indígenas el conflicto puede extenderse hasta la época de la colonización y en consecuencia, pueden no estar de acuerdo con el enfoque temporal y más restringido de las políticas de justicia transicional, las cuales tienden a centrarse en un período específico del conflicto armado o de un régimen totalitario. (Rodríguez-Garavito & Lam, 2013, p. 21)


Más allá de lo que en una primera lectura puede sonar a una mera cuestión de definición temporal, la diferencia apunta a situaciones más concretas y complejas, pues en muchas ocasiones la JT pone el acento de la responsabilidad en algunos actores (principalmente los ilegales), mientras que la responsabilidad del Estado o de las empresas privadas en la sistemática violación de derechos queda al margen. La normalización o el ocultamiento de las prácticas violentas de estos actores recaen directamente en los procesos de esclarecimiento de la verdad y de reparación. La imposibilidad del acceso a cierta información (la relación entre algunos funcionarios públicos o miembros de la fuerza pública y los grupos armados ilegales, por ejemplo) debilita cualquier intención de superación de la violencia. Esta situación evidencia una necesidad de redefinir el significado de “lo violento”, superando la idea del abuso del poder o la guerra para obtener lo que deja por fuera “a otros contextos sociales sumergidos en violencias normalizadas, estructurales, de crisis permanentes, con divisiones y fracturas tan profundas que han definido, paradójicamente, el orden del mundo” (Castillejo, Gatti & Visacovsky, 2013). 



¿Encuentro o desencuentro entre los PI y la JT?


Como hemos señalado, a grandes rasgos entre los elementos visibles de una política de JT se encuentran las acciones penales, las reparaciones (desde lo económico hasta lo simbólico), las reformas institucionales y, claro, las Comisiones de la Verdad. Aunque con metodologías y fines distintos, estos cuatro elementos apuestan no solo a la construcción de marcos y rutas respecto a la transición de sociedades en situación de violencia y violación sistemática de derechos hacia acuerdos y convenios de resolución. Una de las partes fundamentales de este proceso implica el conocimiento de la verdad sobre las causas y prácticas que motivaron las actuaciones de los responsables.


Por tal motivo, la búsqueda de la verdad, los procesos de (re)construcción de memoria histórica y las acciones encaminadas a la memorialización7 se convierten en pilares de los procesos de transición. Esto representa una complejidad mayor, ya que al construir la memoria, al activar los recuerdos está implícito un proceso de selección: ¿qué recordamos? ¿Cómo lo enunciamos? ¿Cuál es el objetivo? ¿Qué callamos? Referirnos a la memoria obliga a prestar atención al olvido, a aquellas situaciones y tensiones que por diversos motivos han sido silenciadas.


La memoria es la versión que construimos acerca de la experiencia histórica y las vivencias, en donde se sitúan hechos, personas, situaciones, objetos que tienen un significado especial […] El recuerdo se convierte en la única arma de reconocimiento y reparación frente a las envolturas siniestras de la violencia del olvido, al que premeditadamente nos inducen y nos inducimos, cada día, en cada sueño, en cada madrugada, en todo nuestro silencio. (Barrero & Jaime, 2010, p. 10)


En el caso de los pueblos indígenas el asunto reviste una complejidad particular. La diferencia obvia entre las instituciones implicadas en los procesos legales y las comunidades respecto a la conceptualización de las categorías de “violencia”, “pasado”, “reparación”, “justicia” y “verdad”, solo para mencionar algunas, hace evidente una tensión entre una visión universal de los derechos humanos y una significación cultural diferente de los hechos y sus consecuencias. Aunque esta tensión pretende ser aliviada a través de la incorporación de organizaciones y líderes de los pueblos indígenas en la formulación de leyes y políticas públicas8, no siempre es posible un resultado dialógico entre saberes muy diferentes. 


Un hecho muy importante para tener en cuenta es que los actos violentos sobre las comunidades implican una fractura del sentido de la vida, dislocando los significantes y los significados que dan su razón de ser a estas (Castillejo, 2013). Además, no se puede olvidar que en casos como el colombiano los daños cometidos contra los PI son estructurales y en gran escala producto de los variados procesos de colonización y recolonización (Balint, Evans & McMillan, 2014); “las comunidades indígenas viven en una intersección precaria entre las injusticias históricas no resueltas y la incursión contemporánea de la industria y la violencia política” (ICTJ, 2013, p. 1). Esta violencia política, para Alejandro Castillejo, se ejerce principalmente sobre los cuerpos, a través del uso específico del espacio y que emplea el lenguaje como vehículo de aniquilación. Es así como se resquebraja la cotidianidad de la comunidad y se crea una atmósfera cultural que legitima y normaliza las prácticas violentas sobre esta9 (Castillejo, 2013). 


A pesar de la importancia de las cuestiones anotadas por Castillejo, es necesario recordar que la experiencia de la violencia política no tiene la misma significación y/o lectura para los diferentes colectivos. La cuestión se vuelve aún más compleja cuando pensamos temas relacionados con la eventual reparación del dislocamiento causado por la violencia. Este no solo pasa por la voluntad y la disposición de las instituciones, y las organizaciones representantes de las comunidades. El carácter universalista de la concepción de justicia, verdad, reparación y garantía de no repetición no dialoga necesariamente con prácticas de saneamiento o armonización de los pueblos indígenas. Al menos esa ha sido una coincidencia señalada y resaltada por algunos líderes y miembros de los pueblos indígenas, quienes insisten en que 


sólo podemos decir que hay reparación en la medida en que las comunidades podamos restablecer el equilibrio dentro de nuestro territorio […] eso no es tan sencillo como para inscribirlo en una sola ley, se trata del restablecimiento de nuestro buen vivir. (Alcibíades Escué, 2013. Notas del diario de campo)


Por lo anterior, es pertinente la reformulación de ciertas prácticas y mecanismos en el marco de procesos de transición y (re)construcción de la verdad en lo que se refiere a violaciones de derechos de PI. Además de los componentes históricos y culturales someramente señalados, las lógicas económicas contemporáneas, basadas en los métodos de enclave para la extracción de recursos, ponen en el ojo del huracán a los territorios de los pueblos y someten a estos a las prácticas violentas de los diferentes actores legales e ilegales interesados en el usufructo.


Si bien los mecanismos de la justicia transicional y los espacios que esta abre para la inclusión de los PI en la transición para sociedades reconciliadas son ya un adelanto, la naturaleza universalista de su lógica podría inducir a la homogenización cultural “achatando sus léxicos y valores” y, de cierta manera, desconociendo las raíces más profundas que han motivado esa violencia (Segato, 2007, p. 38). Un ejercicio dialógico, intercultural si se quiere, dista de lo que concretamente se tiene y entiende como los principios de la JT descritos en la primera parte de este documento. Sin embargo, a través de algunas experiencias internacionales (Arthur, 2010; Arthur, González & Lam, 2013) y de la participación de los pueblos indígenas en experiencias nacionales, es posible referenciar (a grandes rasgos) algunos elementos para el fortalecimiento de los derechos indígenas y su eventual reparación. 


Los PI, expresa el ICTJ, “recuerdan una violencia histórica de largo plazo que afecta a su modo de vida comunitario, a menudo transmitido a través de una tradición oral, por lo que pueden encontrar el modelo estándar de la CV como algo ajeno o insuficiente”10 (ICTJ, 2013, p. 3). De esta manera, la JT deberá contemplarse más allá de un enfoque de transición centrado en el Estado, esto es, si una CV busca la reconciliación nacional11, el enfoque mononacional deberá sustituirse por uno de “nación a nación”; más allá de una forma de análisis individualista, en el que el examen de los derechos indígenas, además de centrarse en los derechos individuales, deberá comprender otras cuestiones como el derecho al territorio, a practicar su idioma, sus rituales y creencias religiosas; más allá de violaciones recientes, esto significa el reconocimiento de las injusticias incluso si estas se refieren a abusos ocurridos en un pasado distante y cuestionar las narrativas históricas oficiales nacionales y más allá de fuentes escritas y de archivo, en el que la tradición oral desempeñe un papel importante como fuente de derecho (ICTJ, 2013, p. 5; Notas de campo ONU-Foro Permanente sobre las Cuestiones Indígenas, 2013, p. 9).


Adicionalmente, la autonomía y autodeterminación de la identidad cultural “implica un reconocimiento de instituciones y de órdenes jurídicos totalmente extraños al derecho y las instituciones propias del Estado nacional” (García & Sousa, 2001, p. 4)12. En Colombia, por ejemplo, existen diversos sistemas de resolución de conflictos indígenas: algunos están siendo reinventados dentro de procesos de reconstrucción de la identidad, otros han sabido perdurar en el tiempo, otros han asimilado muchas leyes y normas nacionales, pero les han dado un contenido diferente (Sánchez, en García & Sousa, 2001). 


Para el caso que nos ocupa (las herramientas y mecanismos de la justicia transicional —el Decreto 4633 de 2011, por ejemplo—), nos encontramos ante la situación descrita anteriormente (sistemas de justicia reinventados o sistemas de justicia propios). En algunos pueblos, se trata de elementos y categorías (verdad, justicia y reparación) extrañas y ajenas a sus cosmovisiones y prácticas propias, como se verá más adelante. En palabras de Beatriz Sánchez, 


se tiene el reconocimiento de unas autoridades indígenas, que pueden resolver los conflictos que se presentan dentro del área que manejan, pero que deben acomodar sus decisiones a principios y reglas que no tienen nada que ver con su concepción de justicia y dignidad humana. (Sánchez, en Sousa & García, 2001, p. 62) 


Sin embargo, en casos paradójicos dichos elementos o categorías no son ajenos a sus cosmovisiones, debido a la influencia de varios elementos de nuestro derecho en las formas de administración de justicia propia; “no pueden establecerse fronteras estrictas entre la mayoría de los sistemas jurídicos indígenas y el derecho blanco, pues así como el contacto entre las culturas ha modificado la cosmovisión de los indígenas, también ha cambiado las normas y las instituciones con las que regulan esa particular forma de estar en el mundo. (Sánchez, en Sousa & García, 2001, p. 70)


De esta manera, la pregunta que nos ayudará a analizar el caso de estudio es: ¿cómo se articula la JT o no con el derecho mayor o la ley de origen de los pueblos indígenas?



Estudio de caso: derecho propio, prácticas y JT del pueblo arhuaco


Los arhuacos habitan la parte sur de la Sierra Nevada de Santa Marta, macizo montañoso ubicado al norte de Colombia que se eleva desde el mar Caribe hasta los 5800 metros sobre el nivel del mar considerado el “territorio ancestral” de los cuatro pueblos descendientes de los tayrona (arhuaco, kogui, wiwa, kankuamo). Según cifras de la Confederación Indígena Tayrona, existe una población estimada de 45 000 arhuacos, que habitan en el Resguardo de la Sierra Nevada13 y la parte baja de la parte sur de la Sierra que se denomina Zona de Ampliación14.



La justicia como equilibrio: perspectiva desde la ley de origen


El concepto de justicia del pueblo arhuaco está íntimamente relacionado con el cumplimiento de la ley de origen y el equilibrio de todo cuanto existe en el universo, y no con la aplicación de códigos o leyes de origen humano. La misión de la comunidad es cumplir y hacer cumplir lo espiritual y lo material, contemplado en la ley de origen. Cuando hay incumplimiento del ejercicio tradicional, se interrumpe la dinámica interna y la gobernabilidad, llegando los problemas que se manifiestan en la afectación de las personas, la sociedad y la naturaleza. En este sentido, los sujetos de la justicia son todos los “seres” que existen tanto en el mundo físico como espiritual. 


El ejercicio y la aplicación de la justicia propia permiten y fortalecen la autonomía. Además de que la potestad de juzgar y castigar la violación de las normas internas emana de la ley de origen (fuente de derecho), la aplicación de la justicia se da en dos fases. La primera determina la magnitud del daño material y su reparación a cargo de las autoridades, siendo este un proceso público. La segunda fase consiste en la recomposición espiritual y tradicional bajo la orientación del mamo. La justicia tradicional se diferencia de la ordinaria por el principio del equilibrio espiritual, que al incurrir en delito o falla afecta toda la familia, la comunidad y el medio; por lo tanto, parte de la pena obedece a la reparación espiritual por quien comete la falta, quien a su vez debe reparar el daño causado al afectado y a la comunidad (Pueblo arhuaco, 2012).


Sin embargo, frente a dicho orden normativo, ¿cuáles son sus percepciones de verdad, justicia, reparación y garantía de no repetición? Para brindar una aproximación de lo anterior, partiremos en primera medida de la categoría de “víctimas”. Como Bonacker reconoce, 


la noción de víctima se desarrolló solo después de la Segunda Guerra Mundial, a raíz de la difusión global sobre los derechos humanos. El cambio en las concepciones académicas de las experiencias traumáticas y la defensa por parte de las ONG ubicó a las víctimas en el centro de los procesos para hacer frente al pasado. (2013, p. 97)


O como lo expresan Brants y Klep, “las víctimas como testigos de la historia” (Brants & Klep, 2013).


Daño, verdad, reparación y garantía de no repetición en el contexto de la justicia arhuaca


El “daño” debe ser entendido como la perturbación del equilibrio y la manifestación material de los Zaku-Kaku Jinas, del incumplimiento de la ley de origen; es por ello que cualquier acción de “reparación” debe estar encaminada al restablecimiento del equilibrio, y para ello es imperativo, en primera instancia, el saneamiento espiritual de la afectación causada a los Zaku-Kaku Jinas. Para sanear es fundamental contar con los elementos materiales necesarios, siendo el más importante de ellos el territorio ancestral, en donde se encuentran los Zaku-Kaku Jinas o “instituciones” de la justicia. Por lo tanto y como veremos en los casos de afectaciones al pueblo arhuaco, la petición de devolución del territorio ancestral como medida de reparación es una constante. Cabe resaltar, conforme a su filosofía, que es en el territorio en donde las autoridades pueden restablecer el equilibrio de todos los tipos negativos de daños. 


Para el pueblo arhuaco, la justicia no es un asunto solo entre humanos sino que abarca todo lo que existe en el universo. Por lo tanto, cuando se afecta a un ser humano el daño debe ser valorado de forma integral, es decir, además de la afectación material en función de la interrupción o imposibilidad de cumplir su misión como arhuaco, también se está afectando directamente a los Zaku-Kaku Jinas y por ende al territorio. Por tal razón, cuando hablamos del pueblo arhuaco como “víctima”, conforme a la ley de origen también son víctimas los Zaku-Kaku Jinas, el territorio y el ciclo vital del arhuaco. De allí que las acciones de reparación deben ir orientadas al saneamiento de estas “víctimas” y al restablecimiento del equilibrio.


Por lo tanto, en los casos de aplicación de la “justicia” los veredictos siempre van a contemplar dos líneas de actuación interrelacionadas: unas acciones de reparación espirituales y otras materiales encaminadas a sanear el daño a los Zaku-Kaku Jinas, al territorio y por último a los humanos. Por ejemplo, cuando se interrumpe la vida de un individuo, el perjuicio está en la misión que dejó de cumplir el individuo, más que en el mismo hecho físico de la muerte.


Por último, en relación con la “verdad” y “garantía de no repetición”. La “verdad” se encuentra asociada a la consulta espiritual que realizan los mamos ante los “funcionarios” en las “instituciones” de la justicia, complementada por el recuento de la experiencia sensorial del ser humano. La explicación de cualquier hecho la tienen, por un lado, los Zaku-Kaku Jinas y, por otro, la experiencia humana. La justicia es aplicada por los mamos y las autoridades (Cabildo y Comisario). Finalmente, las “garantías de no repetición” son las garantías para poder cumplir con la misión y el orden establecido en la ley de origen, las prácticas allí contempladas y la conservación del equilibrio; lo que implica la autonomía sobre el territorio ancestral y el respeto por todas las prácticas culturales.


La justicia arhuaca y los retos de la JT


El carácter universalista de la concepción de justicia, verdad, reparación y garantía de no repetición, no dialoga necesariamente con prácticas de saneamiento o armonización de los pueblos indígenas, como se evidencia después de conocer la exposición del pueblo arhuaco sobre su concepción de la justicia como equilibrio, y las ideas planteadas de “verdad”, “daño”, “reparación” y “garantía de no repetición”.


De allí que uno de los mayores desafíos a los que se enfrenta la JT en Colombia es coordinar y establecer un diálogo desde el Estado y el derecho, con las aproximaciones desde los PI, denominada en algunos casos la “JT desde abajo” (Uprimny & Guzmán, 2006, p. 20; McEvoy & McGregor, 2008). Por lo tanto, un primer elemento que dificulta la implementación del Decreto Ley 4633 es que este instrumento no responde a la cosmovisión del pueblo arhuaco, como lo pone en evidencia la posición oficial frente al decreto emanada de las autoridades y los mamos después del proceso de consulta. 


Las normas que se crean para regular los asuntos humanos se edifican sobre una manera particular de relacionarse y comprender la vida, entendemos que en esa medida La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, y el Decreto Ley basado en aquella, fueron edificados bajo las concepciones y dinámica de la sociedad mayoritaria. Respecto del Decreto Ley encontramos que no se trata de una proyección desde nuestro pensamiento, no corresponde a nuestra manera de razonar, en su estructura no se refleja nuestro ordenamiento, su ámbito de realización no corresponde a una unidad de concepto nuestro, ni la dinámica institucional, procedimental y especial corresponde a nuestra visión. El Decreto Ley no tiene alma indígena sino bunachu15. (Pueblo arhuaco, 2011)


Un segundo elemento es la ausencia de medidas de reparación ajustadas a la realidad cultural y cosmogónica del pueblo arhuaco; en ese sentido el territorio, desde su ámbito físico así como espiritual, es imprescindible para su permanencia cultural y debe ser incluido como víctima. Así mismo, debe ser una forma de reparación, dado su carácter esencial en el cumplimiento de la ley de origen y que permite mantener el equilibrio y que, en últimas, se haga “justicia”. Al respecto, los líderes arhuacos manifiestan:


Durante el proceso de la formulación del programa de garantía de los derechos fundamentales, en el marco del Auto 004 del 2009, llevado a cabo durante el segundo semestre del 2010 y parte del 2011, los pueblos de la Sierra Nevada logramos consolidar un documento en el que planteamos lo que el gobierno debe garantizarnos para alcanzar el goce efectivo de los derechos fundamentales y ellos corresponden a la reclamación histórica sobre los derechos territoriales y otros derechos imprescindible para la continuidad de nuestra cultura, cuya situación se agravó durante el conflicto armado de los últimos años. En ese orden de ideas, una reparación de las víctimas con enfoque diferencial, acorde a nuestra visión y pensamiento, se realiza mediante la devolución del territorio ancestral delimitado por la Línea Negra que se encuentra aún en poder de los colonos y mediante el desarrollo de procesos que reafirmen el ejercicio de gobierno propio en el territorio. (Pueblo arhuaco, 2011)


Por lo tanto, solo el saneamiento y consolidación de su territorio ancestral pueden ser entendidas como medidas de justicia, reparación y garantía de no repetición. Esta posición se fundamenta en el hecho de que tanto las “instituciones de la justicia” como de mantenimiento del equilibrio se encuentran físicamente representadas en el territorio y son elementos esenciales para el saneamiento de cualquier tipo de afectación individual o colectiva. Por lo tanto, una medida de reparación que no se ajuste a la cosmovisión del pueblo arhuaco dista de ser parte de la solución y se convierte en un problema. Así lo plantea el pueblo arhuaco:


Atendiendo el objetivo de la Ley, de reparar a las víctimas del conflicto armado y la intencionalidad del Decreto Ley de efectuar la reparación de las víctimas pertenecientes a los pueblos indígenas bajo un enfoque diferencial; y entendida esta como el ánimo de respetar la diferencia cultural, concluimos que para nuestro pueblo se materializa devolviéndonos el territorio ancestral delimitado por la Línea Negra16. Esto se sustenta en el hecho de que la vida de los individuos de nuestra colectividad está íntimamente ligada a la Madre Tierra. Nuestro lenguaje, pensamiento y actuar son expresiones de la espiritualidad de la tierra. Somos hijos de ella, de modo que los daños ocasionados a las personas nativas, plantas nativas y animales nativos afectan la vida de ella. Recuperar el territorio ancestral significa el renacer de los indígenas victimizados, la satisfacción de la Madre Tierra y de todo el pueblo arhuaco. 


Una reparación enfocada hacia la retribución en dinero o en servicios a los parientes de los fallecidos o a las colectividades no posee enfoque diferencial y en lugar de aliviar las afectaciones sufridas nos expone a otros riesgos de afectación y de deterioro de nuestra esencia cultural. En cambio, la devolución de nuestro territorio, nos permite rearmonizar los sitios sagrados, recomponer el dinamismo natural que corresponde a este territorio, reparar las alteraciones sufridas por la Madre Tierra y finalmente poder cumplir con nuestra misión de vida; servir a la humanidad. (Pueblo arhuaco, 2011)


Otro reto complejo al que se enfrenta la aplicación del Decreto Ley es el ámbito de la gestión de la implementación, así como los responsables de orientar el proceso. Para el pueblo arhuaco, las “instituciones” en donde se toman las decisiones y se orienta cualquier proceso están directamente relacionadas con la misión de mantener el equilibrio y los espacios propios de gobierno definidos desde la ley de origen. Por lo tanto, concluimos que la dificultad del ámbito de aplicación al que se enfrenta el Decreto Ley, en el caso del pueblo arhuaco, parte del desconocimiento de sus lógicas culturales. Sin olvidar, por ejemplo, que la implementación de la jurisdicción de paz en los territorios indígenas no transformará la manera como ha sido ejercida la justicia indígena, en palabras de la magistrada indígena Belkys Izquierdo, esta podría convertirse en una oportunidad para visibilizar y fortalecer la justicia propia. De hecho, gracias al enfoque restaurativo de la justicia indígena evidenciado en la jurisdicción de paz (verdad y reparación), podría pensarse un programa de armonización en el marco de la JT. Por ejemplo, desde la medicina tradicional podrían tratarse temas sobre cómo perdonar, cómo lograr una sanación profunda; y en caso de violencias o muertes, sería la familia entera quien incidiría en esos tratamientos. “Hay dobles oportunidades, si bien hay reafirmación de los derechos (del territorio, por ejemplo) es necesario construir interculturalidad. Intercambiar conocimientos en la toma de decisiones” (Notas de campo sobre JT y mujer indígena en Colombia, febrero de 2017). Por lo tanto, el desafío grande al que se enfrenta la JT en Colombia es poner a dialogar las aproximaciones de los PI y sus prácticas de justicia con las del Estado y el derecho.



Conclusiones


Como hemos señalado, los códigos y maneras de administrar e interpretar el espacio en el contexto de la JT por parte del Estado colombiano no representan ni traducen las formas de organización de las comunidades, causa primaria de muchas prácticas violentas sobre estas. Por esto, el fortalecimiento del Estado no puede significar, “fortalecer una identidad nacional dominante a expensas de la exclusión o de la absorción de las demás” (ICTJ, 2013, p. 4). De esta manera, es vital la superación del Estado-centrismo. Además, es importante apostar por un sentido colectivo de la justicia, es decir, la necesidad de incluir una concepción de la justicia donde el daño y la reparación individual no siempre desempeñen un papel protagónico. El restablecimiento del equilibrio, en el caso de las comunidades indígenas, supone una serie de significaciones y lógicas colectivas, donde la acción individual acrecienta el daño. 


Para el pueblo arhuaco, por ejemplo, cualquier daño que se le haga al ser humano es un daño que se le hace a los ciclos vitales y la misión que cada individuo debe cumplir y retribuir espiritualmente en su ciclo frente a cada Zaku-Kaku Jina. Por lo tanto, cualquier medida de reparación debe ir encaminada al restablecimiento del equilibrio de forma integral, lo que involucra necesariamente el territorio ancestral. La articulación entre la JT y la Jurisdicción Indígena Especial es muy compleja. Sin embargo, las formas propias sobre la justicia, la verdad y la reparación pueden entenderse como una producción del derecho y construcción de paz “desde abajo”. Como observa Paige Arthur, en algunas sociedades con procesos de transición no solo se trata de conocer y hacer frente a las violaciones de los derechos humanos, sino también a las historias de exclusión, racismo y violencia nacionalista, que frecuentemente crean divisiones tan profundas que la búsqueda de la forma para lidiar con las atrocidades del pasado parece casi imposible (2010). 


Colombia es un caso en el que la JT, además de las formas institucionales de protección de los derechos de la verdad, la justicia, la reparación y la no repetición de los grupos minoritarios, podría dialogar con una reparación sobre los abusos históricos del pasado y los daños colectivos. Esto es, la JT a través del lente de la “identidad”, en el que la JT pueda actuar como un medio de aprendizaje político, promoviendo la ciudadanía, la confianza y el reconocimiento, y rompiendo los mitos y estereotipos en las sociedades con divisiones étnicas, religiosas y lingüísticas. Estamos frente a dos tipos de JT: la justicia por las violaciones pasadas de los DD. HH. y la justicia por la marginación institucional sistémica sobre la base de las identidades propias (Arthur, 2010, p. 4).


Igualmente, es necesario imbricar los daños que incluye la ley a las motivaciones y causas de tipo histórico. La narrativa de los pueblos no distingue entre ciclos de violencia o contextualización judicial, sino que las teje para explicar la situación actual. Finalmente, conforme al caso de estudio, la legitimación de la oralidad es importante en los procesos de transición. En los procesos con PI se hace necesario poner el acento a las fuentes orales por encima de las fuentes escritas y de archivo: 


La tradición oral desempeña un papel importante como fuente de derecho, una base para reclamaciones de acción en las (comunidades) indígenas […] La realización de ceremonias para dar testimonio o hacer conmemoración es un elemento importante en la validación y la dignificación de la narración. (ICTJ, 2013, p. 5)


Finalmente, este texto se centró en las formas propias de justicia de los PI y su desarticulación con las medidas de la JT. Los PI requieren líneas especiales de acción para garantizar el derecho a la justicia, la verdad, la reparación y las garantías de no repetición de acuerdo con sus especificidades y realidad cultural.
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Notas


1 La JT en Colombia está en continua construcción. Luego de cuatro años de negociaciones, el 24 de agosto de 2016 las FARC y el Gobierno colombiano acordaron un “cese al fuego bilateral y definitivo”, sin embargo, la decisión de la aprobación o no de los acuerdos de paz de La Habana por los ciudadanos dio otro giro. En el plebiscito del 2 de octubre de 2016 “el 50,21 % de los votos rechazaron la paz, y el 49,78 % apoyaron el ‘sí’. La abstención fue del 60 %” (CNN en español, 2016), razón por la cual los acuerdos fueron refrendados por el Congreso. 


 


2 Conversatorio sobre Jurisdicción Especial Indígena, II Semestre del 2013. Pueblo Bello. El evento contó con la participación de las autoridades indígenas del pueblo arhuaco, mamos y miembros del Consejo Superior de la Judicatura como el magistrado Francisco Ricaurte. 


 


3 Primera Minga de Justicias Interculturales y de Coordinación entre el Sistema de Justicia Indígena y el Sistema Judicial Nacional, Pasto, octubre de 2013.


 


4 Taller sobre el Decreto 4633 del 2011, organizado por la Confederación Indígena Tayrona (CIT) y el Instituto Interamericano de Derechos Humanos, octubre del 2013, La Lengüeta, departamento de Magdalena.


 


5 Diversidad de instrumentos como juicios, búsquedas de la verdad, reparaciones y reformas de la justicia, también relacionados con la amnistía, la reconciliación, la preservación de la memoria, la democratización y la construcción de paz (Freeman, 2006, p. 6). 


 


6 En el desarrollo del paradigma de la JT y luego de varios procesos de democratización, movilizaciones por parte de las víctimas y las estrategias de incidencia política de algunas ONG, se establecieron a nivel internacional los principios bajo los cuales los Estados deben luchar contra la impunidad y herramientas efectivas para enfrentar las graves violaciones a los derechos humanos y la protección de los derechos de las víctimas. En 1997 Louis Joinet presentó un informe en el que recogió principios sobre la lucha contra la impunidad, relacionados con el derecho de saber, justicia y reparación de la víctima en el marco de la lucha contra la impunidad (conocidos como los principios de Louis Joinet, actualizados con el informe de la experta Diane Orentlicher en 2005).


 


7 Como “memorialización” se denomina puntualmente a las iniciativas destinadas a mantener viva la memoria de las víctimas (monumentos, museos, renombramiento de espacios públicos, entre otros). Aquí el aspecto simbólico de las iniciativas pretende 


 


evitar una reacción o un conjunto de reacciones específicas, incluyendo un reconocimiento público del evento o de las personas representadas en él, una reflexión personal o sentimientos de duelo, orgullo, rabia o tristeza respecto de un acontecimiento pasado, así como conocimiento o curiosidad acerca de ciertos períodos en el pasado. (Brett, Bickford, Sevcenko & Ríos, 2007, p. 1) 


 


8 Ejemplo de esto es la manera en que se ha presentado en Colombia la formulación y ejecución de La Ley de Víctimas: “[…] de la participación de las víctimas en el proceso de deliberación surgió un documento con propuestas y recomendaciones que se le entregó al Congreso para su estudio. Muchas de las voces de las regiones y de las víctimas fueron escuchadas y hoy se evidencian en partes de esta ley de la República” (PNUD, 2011, p. 4). 


 


9 Un desafortunado ejemplo de esto podemos situarlo en la manera en que grupos paramilitares actuaron sistemáticamente frente al pueblo kankuamo, convirtiendo el asesinato de decenas de miembros de la comunidad de apellido Arias, en un hábito durante un período importante de tiempo: . Consultado en septiembre de 2013.


 


10 Expresan los expertos del FPCI que los PI han sufrido no solo violaciones que afectaron la vida e integridad individual de sus miembros, sino violaciones a sus derechos colectivos afectando su modo comunitario de vida e identidad (ICTJ, citado en ONU-Foro Permanente sobre las Cuestiones Indígenas, 2013, p. 9).


 


11 Esta herramienta tiene cinco objetivos fundamentales, retomando a Priscilla Hayner: primero, descubrir, clarificar y confesar abusos del pasado; segundo, responder a las necesidades de las víctimas; tercero, contribuir a la justicia y la responsabilidad; cuarto, determinar la responsabilidad y las reformas institucionales; y, por último, promover la reconciliación (Hayner, 2002, p. 24. Traducción propia). El trabajo de las CV, complementario a la función de investigación del Estado, “va desde la protección de pruebas, la formación de archivos, las entrevistas a víctimas y actores políticos fundamentales, la apertura y difusión de información pública, hasta la presentación de informes y recomendaciones” (ICTJ, 2012). Expresa Ruti Teitel que lo “atrayente de ese modelo es su capacidad para ofrecer una perspectiva histórica más amplia, en lugar de meros juicios para casos aislados” (Teitel, 2003, p. 11).


 


12 La Jurisdicción Indígena fue reconocida en Colombia en el artículo 246 de la Constitución de 1991, el cual contempla que “las autoridades de los pueblos indígenas podrán ejercer funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial, de conformidad con sus propias normas y procedimientos, siempre que no sean contrarios a la Constitución y leyes de la República”. La Corte Constitucional (sentencias C-139 de 1996, T-349 y T-496 de 1996)


 


reconoció la existencia de diversos ordenamientos indígenas, correspondientes a las diferentes etnias que habitan el territorio nacional. Ordenamientos que difieren entre sí en la medida en que las culturas en que se fundan también lo hacen. Siendo su característica general, que se trata de sistemas en los que el derecho y la moral se funden en un mismo orden. (Sánchez, en García & Sousa, 2001, p. 76)


 


13 Resolución 113 del 4 de diciembre de 1974 y 78 del 10 de noviembre de 1983 del Incora.


 


14 Área que está fuera del resguardo que pertenece al territorio ancestral, en la que el pueblo arhuaco tiene posesión y/o proyecciones de compra de predios y que ha venido siendo recuperada a través de transacciones comerciales con particulares. 


 


15 Personas no indígenas.


 


16 La Línea Negra es una frontera territorial designada por los ancestros arhuacos para demarcar como área sagrada el territorio de la Sierra Nevada de Santa Marta.
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Resumen


Históricamente, el Pacífico colombiano ha sido comprendido como una despensa de recursos naturales y como un territorio a desarrollar bajo lógicas extractivas. No obstante, en las últimas décadas emerge un contexto de oportunidad política para la región, en particular, proclive para la agencia de visiones de desarrollo basadas en el respeto del entorno, la cultura y la autonomía de los pueblos afrocolombianos. Dentro de este ámbito el presente capítulo analiza procesos de reivindicación de la memoria individual y colectiva de los pobladores del litoral Pacífico, que mediante diversos repertorios de acción colectiva buscan defender y prospectar su territorio y sus cosmovisiones, es decir, que buscan defender el lugar donde residen identidades, vivencias y sueños de las comunidades negras del país. 


Palabras clave: Pacífico colombiano, desarrollo, recursos naturales, memorias, acciones colectivas. 



Introducción


La memoria es casi siempre comprendida desde la duración, mientras que su relación con la extensión, con el espacio, en cambio, tiende a soslayarse. Concebir la memoria desde lo espacial, implica entenderla no solo como el evento de rememorar lo acontecido, sino, fundamentalmente, como un acto de otorgar sentido a la experiencia de vida singular, de asignar cualidades a los hechos vividos en contextos específicos. Es por ello que al visibilizar las voces de las poblaciones locales se activa la memoria desde su carácter espacial, esto es, se reivindica el derecho al recuerdo (Sarlo, 2005) y, por esa vía, se exalta el derecho al territorio, el derecho al lugar de la existencia. Desde esta perspectiva, la memoria individual, que tiene un vínculo estrecho con la memoria colectiva (Halbwachs, 2004), permanece anclada al sitio del recuerdo, al lugar del acontecer. Así, al hablar de las memorias de los pueblos, se está haciendo referencia al devenir de los territorios. Esto es, al territorio, entendido como lugar denso de la experiencia subjetiva, que se reconstituye según la fuerza y dinámica que puedan alcanzar las memorias personales y colectivas que lo caracterizan. De este modo la memoria, ante todo, emerge como búsqueda, como lucha por auspiciar y defender prácticas y significados situados de la existencia social.


Es en este contexto que el presente artículo tiene como propósito central el visibilizar las luchas por la reconfiguración del desarrollo del Pacífico sur colombiano, en particular haciendo énfasis en los procesos reivindicativos de la memoria expresados en la acción colectiva liderada por los pobladores locales de la región en las últimas décadas del presente histórico. El capítulo se estructura en cinco apartados principales. En el primero, se presenta la pertinencia de la memoria colectiva en el contexto del desarrollo de la región. En el segundo se describen algunos rasgos significativos de la experiencia de acción colectiva en el Pacífico sur como posibilidad para pensar “otro” desarrollo del litoral. Finalmente, se hace énfasis en los Consejos Comunitarios como un escenario proclive para fortalecer la memoria y acción colectiva en la región, y se presentan las conclusiones de este capítulo. 



El Pacífico sur colombiano más allá de ser una despensa de recursos naturales


Los modos dominantes de comprender y orientar el Pacífico colombiano1 en general y el Pacífico sur2 en particular son tributarios de la visión de desarrollo convencional, esto es, un tipo de desarrollo que privilegia y exalta el valor del crecimiento económico autosostenido como garante primordial para auspiciar cualquier tipo de deseo posterior. Este valor del crecimiento económico progresivo como modular central de la visión del desarrollo convencional deviene de los legados históricos provenientes de los metarrelatos más influyentes de los últimos siglos. Y es que estos metarrelatos, entendidos como grandes narraciones explicativas de la realidad social (Lyotard, 2004), han influido en las definiciones sobre el para qué y el cómo dirigir los cambios sociales de las sociedades del mundo occidental. El peligro de estos metarrelatos no reside en que carezcan de poder interpretativo y ordenador. De hecho lo tuvieron y quizá lo tienen en espacios sociales donde se forjó la llamada primera revolución industrial o revolución industrial “originaria”3. Más bien, el peligro reside en que de alguna manera estos metarrelatos (riqueza, progreso, evolución, industrialización, modernización), con pretensiones de ser globales e inespecíficos, se presentan como detentores de una memoria histórica que condensa los principios universales de la dinámica de lo social. Así, estos sistemas explicativos del devenir de las sociedades se convierten en grandes metáforas ordenadoras de los deseos y pasiones del ser humano, pasan a ser forjadores de las trayectorias que supuestamente conducirían a la felicidad de los pueblos sin excepción alguna. Una constante de estos metarrelatos es su creencia arraigada en el crecimiento o en el más es mejor, el cual se instaura como la brújula de las transformaciones, inercias y bifurcaciones de lo social. 


A mediados del siglo XX se funda el más contemporáneo, ese discurso global que se forma a la manera de un palimpsesto, como un sedimento histórico que se actualiza con el paso del tiempo, el desarrollo. Visión que es polisémica y que está presente en espacios íntimos y en ámbitos públicos del mundo de hoy. Se caracteriza por tener una gran capacidad de adaptación y de reproducción, como si fuera un apéndice del mito del ave Fénix. Sin embargo, mantiene una constante, el esfuerzo por configurarse como fuente hermenéutica y modeladora del cambio de lo social de manera independiente de su particularidad espacial, esto de la mano de su creencia en el crecimiento económico mantenido.


En la actualidad, es común encontrar críticas (Sachs, 1996; Escobar, 1998) con respecto a este metarrelato del desarrollo, en particular, como guía de la vida presente y futura de los pueblos. En teoría, los procesos de desarrollo presuponen una potencia para contrarrestar la pobreza y la desigualdad, al constituirse en un proceso que fomenta la creación de círculos virtuosos que abren oportunidades y capacidades (Sen, 2000) para la población en general. No obstante, en la práctica, específicamente en el Pacífico colombiano, la realidad es otra. En esta región que ha sido escenario de un intenso conflicto armado en los últimos años (Durán, 2016), el desarrollo emerge más como ilusión antes que como cinosura (Wallerstein, 1998). En este sentido, apunta Margarita Serje (2010), al manifestar cómo en ciertos contextos “no solo los proyectos y políticas mediante las cuales se pone en marcha el desarrollo, produce efectos contrarios a los que se pretende, generando empobrecimiento y ahondando la desigualdad, sino que sus principios mismos llegan a ser en muchos casos factores de conflicto” (Serje, 2010, p. 1). Por lo anterior, se señala que la idea del desarrollo ha de ser pensada menos como solución y más como parte del problema.


La crítica del desarrollo no es reciente. Se puede, incluso, trazar el origen de muchos de sus argumentos centrales en América colonial del siglo XVII, como lo evidencia Waman Puma (también conocido como Felipe Guamán Poma de Ayala), quien en su Nueva corónica y buen gobierno4 pone en cuestión las distintas dimensiones del proyecto civilizador. Desde entonces se han venido articulando una serie de cuestionamientos, siempre entrabados en luchas y movilizaciones sociales, frente a la expansión del proyecto moderno en el planeta. A lo largo del siglo XX esta crítica ha llegado a constituir un enorme corpus de trabajos analíticos, cuyas discusiones e interrogantes comienzan a transformar la experiencia del desarrollo. Han sido el motor de la propuesta de numerosas “alternativas al desarrollo” que, si bien no cuestionan sus principios y premisas, proponen fórmulas más amigables para su puesta en marcha, como el “desarrollo a escala humana”, el “etnodesarrollo” o el “desarrollo sostenible”. Tanto esta creciente literatura, como las movilizaciones sociales con las que en numerosos casos está enlazada, evidencian que el desarrollo es un proceso inherentemente conflictivo y muchas veces violento, como lo fueron sus dos ilustres antepasados: la civilización y el progreso. (Serje, 2010, p. 2)


Si bien en la actualidad persisten estas críticas a la visión del desarrollo, independientemente del matiz o concepción particular que lo caracterice, en las últimas décadas diferentes entidades y organizaciones de carácter gubernamental consideran que con la crítica al desarrollo más que entrar a descalificar la concepción como un todo, lo que se necesita es resignificar su énfasis convencional, dado que esta no es la única posibilidad para comprender el desarrollo de una sociedad o pueblo determinado. En este sentido, estas entidades de gobierno han generado propuestas de desarrollo que buscan descentrar su acento en el crecimiento económico sostenido (desarrollismo) como factor desencadenante y estructural del bienestar de una sociedad. 


Diferentes iniciativas estatales encaminadas a mejorar las condiciones de vida de las poblaciones asentadas en el Pacífico colombiano en los últimos años así lo corroboran. Como, por ejemplo, el proyecto de Desarrollo Integral Agrícola Rural (DIAR) (1981-1987); el Plan de Desarrollo Integral de la Costa Pacífica (Pladeicop) (1983-1988); el Plan Pacífico (1992-1994); el Proyecto Biopacífico (1993-1997); la Agenda Pacífico XXI (1999-2002). Estos proyectos fueron financiados por el Gobierno Nacional y la cooperación internacional (de países como Holanda y Suiza) y estuvieron encaminados: a sustituir la aproximación al desarrollo de carácter extractivo, que ha sido histórica en la región, por visiones estratégicas y participativas (DIAR, fase II); a impulsar esquemas de organización espacial y de desarrollo regional articulados con la nación (Pladeicop); a generar un desarrollo concebido desde la relación ambiente, calidad de vida e infraestructura regional (Plan Pacífico); y a consolidar una estrategia de desarrollo basada en la sostenibilidad de la biodiversidad y de la cultura local (Biopacífico y Agenda Pacífico XXI). Sin embargo, en la práctica los resultados de estas iniciativas no colmaron las expectativas de las comunidades locales y, en gran medida, las diferentes propuestas quedaron más en documentos, que materializadas en la realidad de la región. 


Estos intentos de transformar y reinventar el desarrollo para el Pacífico colombiano evidencian que la tarea no es nada sencilla, entre otras cosas porque la perspectiva del desarrollo convencional está alineada a los intereses y expectativas de algunos líderes y élites nacionales y regionales. Estos actores con poder de decisión territorial asumen que el desarrollo se va fraguando por etapas, muy en consonancia con lo que señala la perspectiva tradicional del desarrollo, que privilegia la separación de las condiciones históricas de los países y regiones, llamadas desarrolladas, de las denominadas en vía de desarrollo. Así, se sitúa la acción humana contemporánea como si hiciera parte de una competencia exacerbada que hay que librar a lo largo del tiempo. Justa que se hace ineludible si se aspira a llegar a lo más alto de lo que la especie humana tenga por conocido, y que es ejemplificado por la experiencia de modernización que vivieron o viven algunas sociedades del norte del mundo. 


De este modo, unas memorias y unos deseos humanos que expresan circunstancias históricas específicas pasan a ser considerados rasgos universales de la existencia humana. En otras palabras, los procesos y las finalidades pautadas por la historia de algunas culturas del mundo se convierten en el anhelo de otras, que se observan y se reconocen como en la cola de la carrera de la vida o simplemente en el ascenso civilizatorio. En estas circunstancias, persiste una valoración positiva de lo nuevo, de lo moderno. Lo tradicional es reducido a obstáculo, cuando no a prácticas irracionales. Desde estas jerarquías axiológicas las culturas son vistas como modelos a seguir o, en cambio, como antimodelos, como desviaciones o estados que carecen de normas, a la manera de conductas anómicas, según sea el tipo de valoración que alienten. 


Sin duda, estas jerarquías axiológicas instituyen sentidos y perspectivas sobre el devenir de lo social. Este proceso simplifica la complejidad de lo social, las diferentes culturas y memorias tienden a ser comprendidas desde las pautas que privilegian las más dominantes. En este sentido, y en el caso de Colombia, la cultura mestiza, representada en la cultura andina del centro del país, se establece como aquella pauta hegemónica que tienen que seguir los diferentes colectivos humanos presentes en la nación, ello debido a la capacidad de adaptación que se le atribuye, en especial, frente a los cambios que las políticas de desarrollo convencional imponen, esto es, la adopción de valores cada vez más modernos que inspiren, de manera rápida y vigorosa, el crecimiento económico autosostenido.


La cultura andina ha sido influyente política y económicamente en la sociedad colombiana, de manera específica, ha contribuido a reproducir las lógicas del desarrollo convencional. Esto se ve reflejado en las comprensiones que definen al Pacífico colombiano: como una despensa de bienes naturales dispuesta para ser usufructuada por los principales centros poblados (Romero, 1987); como una zona periférica y de frontera que hay que integrar al centro del país (DNP, CRC y Unicef, 1983); y como una zona que hay que modernizar (DNP, 1992). Una constante de estas maneras de entender el Pacífico colombiano es que reeditan las formas de producción que se caracterizan por el enclave económico y la extracción de recursos naturales que han sido históricas en la región. 


Por lo anterior, es necesario identificar y construir “otras” pautas para pensar y agenciar el presente y futuro del Pacífico colombiano, que vayan más allá de las visiones de desarrollo dominantes que son proclives a concebir el Pacífico colombiano en términos de despensa de recursos naturales para la producción económica del país. 



“Otro” desarrollo. Memorias de la acción colectiva en la región


Uno de los procesos más importantes de dinamización de la memoria colectiva reciente en la región del Pacífico sur colombiano se dio a partir de la acción colectiva que se desplegó con la Coordinadora de Comunidades Negras. Este ámbito organizativo se gestó como una red de organizaciones de base de la región, y tuvo la fuerza y energía social (Hirschman, 1986) necesaria para convertirse en mediadora entre la población local y el Estado en el proceso de elaboración de la Ley 70 de 19935. Uno de los principales logros de la acción colectiva liderada por la Coordinadora de Comunidades Negras fue que facilitó la generación de acuerdos entre el Gobierno Nacional y las comunidades rurales y ribereñas del Pacífico colombiano. En 1993 la Coordinadora de Comunidades Negras pasó a denominarse Proceso de Comunidades Negras (PCN), luego de un proceso de deliberación en el marco del Tercer Encuentro de Comunidades Negras del país, evento que se realizó en Puerto Tejada, Cauca. 


De manera particular, en el Pacífico sur colombiano los núcleos iniciales del PCN se ubicaron en los cascos urbanos de Buenaventura, Guapi y Tumaco. Desde allí se lanzó, en el contexto de oportunidad política (Tarrow, 2012) que se estableció con la coyuntura de la elaboración de la Ley 70 de 1993, una ofensiva de recuperación  de la memoria colectiva en las áreas rurales del litoral con el fin de impulsar la “creación” de organizaciones étnico-territoriales en las zonas susceptibles de ser tituladas colectivamente. Así, se constituye un marco cultural (Melucci, 1994) que sensibiliza en torno de la defensa de los derechos de la gente negra, en particular, sobre la defensa de la propiedad colectiva de los territorios habitados tradicionalmente por los afrocolombianos. En ese proceso, surgen y se constituyen los palenques6 como instancias de coordinación regional7. Estas redes de acción colectiva que se conforman en el proceso de elaboración de la ley decantan una estructura organizativa que alienta el movimiento negro en las escalas local, regional y nacional. De este modo, se configuran tres niveles de la organización negra en el Pacífico colombiano: las organizaciones de primer nivel (aglutina los territorios susceptibles a titular, lo que posteriormente, en la Ley 70 de 1993, se conoce como Consejos Comunitarios); organizaciones de segundo nivel (reúne las diferentes organizaciones que se gestan en el primer nivel, tiene un carácter regional y se denominan Palenques); y las organizaciones de tercer nivel (que reúne los diferentes Palenques Regionales y las organizaciones de base, instancia que tiene una interlocución directa con el Gobierno nacional). El Proceso de Comunidades Negras (PCN) es la organización de tercer nivel que ha tenido mayor liderazgo social en la región del Pacífico sur colombiano. En la figura 1 se presenta la estructura organizativa principal que asumen los procesos de acción colectiva en el Pacífico sur colombiano, esto, en el contexto de diseño de la Ley 70 de 1993.


Dentro del Proceso de Comunidades Negras (PCN), la Asamblea Nacional es la instancia máxima de discusión y decisión. En esta participan con voz y voto dos delegados de cada una de las organizaciones que hacen parte de esta estructura de movilización social, y con voz los coordinadores de los equipos técnicos8 y los invitados especiales. El Consejo Nacional de Palenques es el espacio habilitado para la discusión y toma de decisiones en todos los campos del PCN, excepto en lo concerniente a los principios fundamentales de esta red de organizaciones de base. De manera particular, el Consejo está conformado por seis delegados de cada uno de los Palenques Regionales. A su vez, los Palenques Regionales están constituidos por dos delegados de cada una de las organizaciones de base que hacen parte del PCN (Grueso, 2000). 


Como se ha indicado, el Proceso de Comunidades Negras es una experiencia de reivindicación de la memoria colectiva que tiene lugar a raíz de las implicaciones locales y regionales que tuvo el diseño de la Ley 70 de 1993. Esta estructura de acción colectiva llega a aglutinar a más de 120 organizaciones de base de la región. Entre sus objetivos principales está el fortalecimiento de los procesos organizativos autónomos de las comunidades negras; la defensa, el devenir y la potencia de la identidad cultural de la gente negra; el reconocimiento, ampliación e implementación del campo de derechos étnicos, sociales, económicos, culturales y territoriales de la comunidad negra como grupo étnico; la defensa del territorio, de los recursos naturales y el manejo y resolución de conflictos; y el impulso de los procesos de autogestión de las comunidades y las organizaciones (Grueso, 2000). 
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Figura 1. Estructura organizativa de los procesos de la acción colectiva en el Pacífico sur colombiano


Fuente: elaboración del autor a partir de la literatura revisada. 


 


Sin duda, estos objetivos que rigen la cotidianidad del PCN están estrechamente ligados con los vínculos reflexivos que lograron más identificaciones o marcos culturales en el proceso de movilización social de la gente negra del litoral en los últimos años. Uno de los marcos culturales más significativos de la acción colectiva en la región ha sido la reivindicación del ser negro. La posibilidad de reconocer una identidad, siempre en construcción, más allá de los procesos de lucha contra la discriminación racial (Durán, 2016). En esta lucha cumplieron un papel destacado algunos intelectuales de la región que iniciaron la visibilización de la memoria colectiva y la movilización y organización local en momentos históricos en donde tenía primacía la afirmación de las identidades mestizas y, en menor medida, la de los grupos indígenas. El reconocimiento de la sociedad colombiana como mestiza operó como una restricción política y jurídica agenciada desde la Constitución Política Nacional de 1886, la cual generó pautas de resistencia frente a los saberes y prácticas de la gente negra del país. De igual manera, se constituyó en un obstáculo para el autorreconocimiento de la identidad negra en el mismo grupo social. Otra identificación colectiva que posibilitó cohesionar la memoria, la movilización y organización social de la gente negra fue la defensa de los territorios colectivos que han habitado consuetudinariamente. En este sentido, la elaboración de la Ley 70 de 1993 con participación de la población local sirvió, entre otros aspectos, para que la población de la región reivindicara su memoria específica, y así se sensibilizara y apoyara la titulación colectiva de sus tierras, más allá de las expectativas individuales por poseer un título particular. Finalmente, se aprecia un marco cultural que hasta el momento no se había explicitado del todo, y que tiene que ver con el derecho a agenciar una perspectiva propia de desarrollo o de futuro. Aspecto que toma mayor relevancia y autorreflexión en las acciones colectivas que se desatan luego de aprobada la Ley 70 de 1993 y de que se constituyen los primeros Consejos Comunitarios. Así, se refuerzan los procesos emprendidos en torno a la preservación de los Planes de Vida, de Bienestar o de Etno-desarrollo que las comunidades locales construyeron en medio de los avatares y contingencias de la región. 



Los consejos comunitarios. Escenarios de esperanza para dinamizar la memoria y la acción colectiva en la región


Una vez sancionada la Ley 70 de 1993 o Ley de las Comunidades Negras de Colombia, y que reglamenta el Artículo Transitorio 55 de la Constitución Política Nacional de 1991, se plantea un reto fundamental para la historia reciente de Colombia, el de hacer realidad y efectivos los mandatos de la Carta Magna de 1991, en particular, el que dicta que el Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la nación colombiana (Art. 7). Las vivencias y palabras de la líder y cantautora Mercedes Porras, el día de presentación pública de la Ley 70 de 1993 en la plaza Mosquera Garcés de Quibdó, avizoraron este desafío primordial en el contexto del Pacífico colombiano. No es para menos, una sociedad que como la colombiana, que ha vivido el último siglo bajo fundamentos jurídicos que reconocen cierta unidad racial de la nación bajo la idea del mestizaje, se ve abocada a replantear esta posición, a aceptar jurídicamente la convivencia social desde la diferencia étnica y cultural que caracteriza al país. En este sentido, es que las palabras de Mercedes Porras de manera heurística hacen notar los procesos que están por venir en torno a la materialización de lo expuesto en la Ley 70 de 1993. En especial, el mensaje de la líder Porras advierte que, más allá de la procedencia y del autorreconocimiento étnico particular, el compromiso, el esfuerzo y la responsabilidad recaen sobre las diferentes etnias que forman al país y, de manera específica, a las etnias que constituyen la región del Pacífico colombiano. Es por ello que las palabras de la cantautora son un manifiesto prospectivo de la acción colectiva que se inicia ese mismo día de celebración y fiesta por la buena-nueva de la expedición de la Ley 70 de 1993. Voz que invita a dinamizar la memoria individual y colectiva de los habitantes del litoral, a trenzar unidad, ya no desde la visión mestiza regente en la Constitución Política Nacional de 1886, sino desde la diversidad cultural y étnica que caracteriza la vida cotidiana de la región. Al respecto, el “alabao” 9 de la cantautora expresaba: “Negros, indios y raizales / Sellaremos l’ unida, / Trabajando hombro a hombro / La lucha no va a acabá” (“Alabao” de Mercedes Porras, en Arocha, 1994, p. 104).
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